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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el apoderado de la víctima contra el fallo absolutorio proferido el día 22 de Julio/06.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Aproximadamente a las 18:00 horas del día 05 de Agosto de 2005, en el Municipio de La Virginia (Rda.), concretamente en la calle 16 C diagonal a la Oficina donde despachan buses urbanos, se presentó un hecho de tránsito en el cual resultó lesionado el señor HERNANDO ZULUAGA GIRALDO, persona de 64 años de edad que se transportaba en una bicicleta y colisionó con el vehículo automotor, camioneta Hyundai, color blanca, servicio particular de placas PEG 676, conducida por el señor JPBA.
En el informe de accidente elaborado por las autoridades de Tránsito de la localidad, se dejó consignado como causa probable: “al parecer estado de embriaguez y cruzar la calle sin tomar medidas de seguridad”.

El médico legista fijó en sesenta y cinco (65) días la incapacidad definitiva. Se menciona una deformidad física y funcional del órgano de locomoción de carácter permanente (acortamiento discreto del miembro inferior izquierdo de aproximadamente 2 cm. lo que genera cojera permanente).
1.2.- Se llevó a cabo diligencia Audiencia de Conciliación, sin que se hubiera logrado acuerdo entre las partes.
1.3.- Se formuló imputación al indiciado ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de La Virginia (Rda.), y el inculpado no aceptó los cargos.

1.4.- Por lo anterior, la Fiscalía presentó escrito de acusación por medio del cual atribuyó al señor JPBA la comisión de un punible de Lesiones Personales Culposas en hecho de tránsito, de conformidad con el Título I, Delitos Contra la Integridad Física, Capítulo Tercero, artículos 111,113,114 y 120 del Código Penal, con la siguiente descripción normativa: “El que por culpa cause a otro alguna de las lesiones a que se refieren los artículos anteriores, incurrirá en la respectiva pena disminuida de las cuatro quintas a las tres cuartas partes”.

1.5.- Llegado el momento del Juicio Oral, realizadas las pruebas y concluido el debate, la señora Juez anunció un fallo absolutorio en acatamiento a lo solicitado por el señor Agente del Ministerio Público y por la Defensa. Esa decisión fue posteriormente sustentada en los siguientes términos:

- Materialidad de la conducta: Tuvo en cuenta para el efecto los informes de: accidente de tránsito, el médico legal de lesiones no fatales y el pericial de alcoholemia.
- Antijuridicidad y Culpabilidad: Las lesiones se ocasionaron cuando el aquí afectado se dirigía en bicicleta hacia su residencia. Considera que el lesionado obró imprudentemente al desplazarse por vía pública en estado de ebriedad. Se estableció que el vehículo iba por el lado derecho de la vía que del Municipio de Balboa conduce al Municipio de La Virginia y que la bicicleta venía por el carril contrario desde el centro de ésta última localidad hacia el barrio El Progreso donde está ubicada su residencia.
Del informe de tránsito (documento que fue objeto de estipulación entre las partes) se extrae que la bicicleta quedó invadiendo un poco el carril por donde transitaba el vehículo conducido por JPBA, precisamente en el punto por donde debía cruzar el hoy lesionado para ingresar al barrio donde reside. De igual modo se aprecia, que el vehículo se desvió un poco de la calle sin llegar a sobrepasar el andén. Concluye de todo lo advertido en el Juicio, que cuando el ciclista creyó estar cerca del sitio donde debía desviarse (como lo sostiene en su declaración), o sea la entrada al sector donde vive, cruzó a la izquierda sin el debido cuidado y fue esa la razón para recibir el golpe con la parte trasera del vehículo aquí involucrado.
Da crédito al testimonio del señor JORGE ELIÉCER AGUDELO, según el cual el ciclista iba en zigzag y no iba por la orilla como lo expresó en su declaración el lesionado, muy por el contrario, no tomó las precauciones debidas y ese fue el motivo del accidente. A su juicio, los restantes testimonios, si bien coinciden en varias circunstancias, no son idóneos para demostrar la alta velocidad a la que dicen se desplazaba el automóvil, pues no fue probada en el plenario por los medios idóneo exigidos, ni tampoco para establecer la existencia de obstáculos en la vía o la maniobra para esquivar un hueco. Se nota en ellos un marcado interés en favorecer al señor GIRALDO con quien los une vínculos de amistad o vecindad.
Descarta que el ciclista condujera la bicicleta como lo afirma: “bien orillado en la vía por el estado de la misma”, pues de ser así, una vez ocurrida la colisión, la bicicleta no habría quedado invadiendo parte del carril por el que se desplazaba el vehículo, ni el golpe se hubiese presentado en la parte trasera del automóvil como dan cuenta las pruebas. No es creíble lo que afirma el ciclista en el sentido de haber aparecido de repente el automotor, pues debió haberlo divisado antes de empezar a hacer el cruce, así que, si su estado anímico estuviera en buenas condiciones hubiese esperado para hacer el giro.
En síntesis, el señor GIRALDO ZULUAGA obró imprudentemente y ese fue el motivo influyente y decisivo para la colisión que dio lugar a estas lesiones, sin que obren en el plenario pruebas suficientes, más allá de toda duda, acerca de la responsabilidad culposa por parte del acusado JPBA.

1.6.- Inconforme con la decisión judicial, el señor apoderado de la víctima la impugnó y esa es la razón para que los registros se encuentren ante este Tribunal.

2.- El Debate

Las posiciones asumidas por cada una de las partes en la audiencia de sustentación del recurso, se pueden sintetizar así:
2.1.- Representante de la víctima (recurrente).
- La señora Juez sólo valoró algunos testimonios, otros los desechó por el estrato social y por ser pobres, toda vez que dado su analfabetismo no supieron precisar distancias, pero dijeron la verdad en cuanto al exceso de velocidad del automotor, en atención al lugar donde se encontraban. Que por esquivar un hueco invadió el carril de la bicicleta.
- Existe un dictamen de alcoholemia, pero no se precisó cuánto tiempo debe quedar el alcohol en una persona para que se puedan determinar los grados de embriaguez.

- En cambio, a su juicio, el testigo Jorge Eliécer Agudelo, que cita el fallo como principal para sustentar la condena, si es sospechoso, pues supo dar medidas y se atrevió a asegurar que por el hecho de haberle sentido aliento alcohólico a su representado, entonces ya por eso fue el culpable de invadir el carril contrario.
2.2.- Fiscal (no recurrente).
- A diferencia del representante de la víctima considera que debe admitirse que el ciclista sí estaba embriagado, eso es evidente; como también lo es que la camioneta arrolló al ciclista en el instante en que éste hizo un giro en ese lugar.
- A su juicio, el conductor de la camioneta sí hizo un aporte para el resultado lesivo por la creación de un riesgo desaprobado, concretamente por su exceso de velocidad, pues según se afirma iba a ochenta (80) K/h. A pesar de que no existe prueba técnica a ese respecto, hay libertad probatoria y del croquis se infiere que debió ir a alta velocidad si se observa que el carro quedó más adelante. A lo anterior se suma el hecho de tratarse de un terreno escarpado y se dice que el automotor invalidó el carril de la bicicleta por esquivar un hueco.
- En conclusión, si bien el ciclista tiene parte de responsabilidad por haber estado conduciendo en estado de ebriedad y atravesarse, también es culpable el conductor del vehículo por la velocidad y por invadir el carril contrario al sortear el hueco. De haber ido en mejores condiciones habría podido evitar el resultado, pues para que se exonere de responsabilidad, sería necesario establecer que cumplió con el deber objetivo de cuidado y eso no ocurrió en este caso.
- Solicita revocar para imponer condena pero compensar los perjuicios por la culpa compartida.
2.3.- Defensa (no recurrente).
- No es verdad lo que se dice, porque la señora Juez valoró todas las pruebas, lo que ocurre es que le concedió más credibilidad a unas que a otras.
- El informe del accidente dio a conocer el nombre de dos testigos presenciales (Jorge Eliécer Agudelo -despachador de la línea de buses quien estaba de frente- y el acompañante del conductor), pues no existían más; si luego aparecieron otros fueron sacados de la nada.
- Fuera de ello, los testigos presentados por el represente de la víctima resultaron contradictorios, pues basta apreciar a una de las testigos que habló de alta velocidad cuando previamente había asegurado que iba en sentido contrario y no estaba en condiciones de ver el vehículo.
- Por parte alguna aparece prueba técnica sobre la velocidad, sólo testimonios contradictorios.

- Fueron los agentes de Tránsito quienes dejaron consignado en el informe la probable causa del accidente, y lo que allí dicen es que el ciclista estaba embriagado e hizo un giro antirreglamentario, por eso y no por otra cosa fue a parar a la parte trasera del vehículo que conducía su representado.

- El accidente se produjo precisamente en el sitio donde el ciclista debía cruzar para ir a su casa, así lo confirmaron los testigos que trajo al juicio la víctima.

- No se puede perder de vista que el conductor sí hizo algo para evitar el resultado, pues viró el timón hacia la derecha. Así lo demuestra su posición final en el croquis (sobre la berma), lo mismo que el haber chocado la bicicleta con la parte trasera. 

- A su entender, aquí se presentó una culpa exclusiva de la víctima y así lo declaró la sentencia que se revisa; en consecuencia, debe confirmarse.

Al acto no se hizo presente el Ministerio Público.

3.- La Decisión
Parte esta Sala de Decisión de un hecho debidamente comprobado: el daño en la integridad física del señor HERNANDO GIRALDO ZULUAGA, ocasionado en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya descritas.
El tema jurídico de fondo que debe enfrentar la Sala en esta oportunidad, consiste en determinar si en el caso que se juzga hay lugar a una concurrencia de culpas en la colisión presentada entre un vehículo automotor y una bicicleta que es conducida por una persona en estado de embriaguez; o si, por el contrario, lo que se presentó fue una culpa exclusiva de la víctima que exonera de toda responsabilidad al motorista del rodante que figura como acusado en el asunto.
Presentamos así el caso, toda vez que no puede haber lugar a discusión alguna en cuanto a que el afectado en su integridad física, señor GIRALDO ZULUAGA, quien para el instante del hecho de tránsito se desplazaba en el velocípedo, tenía comprometida su capacidad de autocontrol por estar bajo el influjo de bebidas embriagantes. Es que, muy a pesar de lo expuesto en audiencia por el apoderado de la víctima, del expediente se extrae con claridad meridiana, que él se encontraba en un tercer grado de alcoholemia. Así lo sostuvo la Defensa, así lo concluyó la señora Juez de instancia, y así lo reconoce con plena lealtad procesal el distinguido representante del ente Fiscal.
 El informe pericial de alcoholemia es contundente, pues de él se extrae: “CONCLUSIÓN: En la muestra de sangre como perteneciente a Hernando Giraldo, se encontró alcohol etílico en una concentración de doscientos siete miligramos por ciento (207 mg %)” Lo que equivale a decir que estamos en presencia del más alto grado de embriaguez si se tiene en consideración que al tenor de la Resolución 0414 del 27 de Agosto de 2002 del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses: un resultado menor a 40 mg. de etanol en 100 ml. de sangre, se considera un estado de embriaguez negativo; entre 40 y 99 mg. se está en presencia del primer grado de embriaguez; entre 100 y 149 se pasa al segundo grado; y, resultados iguales o mayores de 150 mg. corresponden al tercer grado de embriaguez, con los compromisos sicofísicos a los cuales hizo alusión la perito (incoordinación motora, limitación severa de los reflejos, la visión y la capacidad de recuerdo).
No hay lugar a formular interrogantes acerca del tiempo que debe permanecer en el cuerpo el alcohol para efectos de establecer ese grado de embriaguez, porque se entiende que el dictamen se realiza sobre una muestra de sangre tomada al paciente cuando ingresa al centro asistencial después de ocurridos los hechos, es decir, que la tardanza en su práctica antes que empeorar podría favorecer al alcoholizado.

Por parte del representante de la víctima, se ha querido hacer ver que la única culpa está en cabeza del procesado, que porque iba a exceso de velocidad, se salió de su carril por esquivar un hueco y fue a parar irresponsablemente al lado contrario por donde transitaba el ciclista. Esa presentación, a decir verdad, no tiene asidero probatorio alguno, si se parte del hecho demostrado de la excesiva ingestión de licor por la víctima; con lo cual, una culpa exclusiva del conductor, como se quiere hacer ver, está por fuera de todo contexto y el Tribunal debe descartar de plano esta postura procesal.
Lo que corresponde ahora, es confrontar las dos hipótesis que poseen algún sustento válido en la actuación, nos referimos a la que presenta la Defensa y a la que ha expuesto el señor Fiscal acerca de la creación de un riesgo desaprobado y falta del cuidado debido.
Como el asunto involucra, de entrada, la teoría de la imputación objetiva, será preciso que el Tribunal esboce previamente la introducción que servirá de guía para ubicarnos conceptualmente en el tema que se ha propuesto en este debate.
Una apretada síntesis evolutiva nos enseña lo siguiente:

En un comienzo, bajo un concepto neoclásico o neokantiano, se diría con Frank que: al autor se le reprocha haberse rebelado conscientemente contra los mandatos del derecho (dolo) o se le enrostra el haber lesionado inadvertidamente las exigencias de la vida comunitaria (culpa). Posteriormente, con el finalismo de Welzel, arribaríamos a otra proposición más elaborada, según la cual: en los delitos dolosos se da una finalidad de acto y en los culposos una finalidad en potencia, cuestión que luego -con el apoyo de Kaufmann- se variaría para definir lo culposo como una infracción al deber de cuidado. Con el advenimiento de los criterios funcionalistas de Jakobs y Roxin, se entroniza un concepto social según el cual: la comunidad "aceptará" ciertos riesgos y éstos estarán excluidos de reproche; en consecuencia, lo importante es delimitar comportamientos socialmente inadecuados o socialmente adecuados, por eso, el riesgo social aceptado excluye el tipo.

Dentro de ese marco conceptual se desenvuelve otra evolución paralela en cuanto a la relación causal exigida en la tipicidad, que comienza por la teoría de la equivalencia de las condiciones o conditio sine qua non (GLASER y VON BURI), continúa con la teoría de la causalidad adecuada (VON KRIES y VON BAR), se redefine con la teoría de la relevancia (MEZGER) y se perfecciona con la teoría de la imputación objetiva (LARENZ, HONING, JAKOBS, ROXIN y FRISCH), hasta la fecha.

Con esa teoría de la imputación objetiva se modifica el "ángulo" de análisis. Ahora el mero nexo entre acción y resultado no alcanza para imputar, es insuficiente. Las siguientes frases nos sirven para apreciar la dimensión del cambio: “La discusión pasa al tipo objetivo” (Zaffaroni). “Lo central es saber si la conducta del autor creó o no un riesgo jurídicamente relevante de lesión típica de un bien jurídico” (Jakobs). “Está prohibida la creación de un riesgo reprobado" (Sancinetti). 

Con lo dicho y si respetamos, como debe hacerse, esa evolución doctrinaria ya recogida por nuestro legislador penal (artículo 9º Código Penal), nos debe quedar claro que ya la relación de causalidad no alcanza para imputar, aunque sí sirve para marcar un límite mínimo en la atribución del resultado. Se debe agregar un plus valorativo porque la norma sólo prohíbe acciones que creen para el bien jurídico protegido UN RIESGO MAYOR AL AUTORIZADO. Bajo esa línea de pensamiento, los autores mencionan múltiples consecuencias, las cuales se podrían resumir en lo siguiente: 1)- No es objetivamente imputable el resultado producto de una acción que disminuye el riesgo; 2)- No es objetivamente imputable cuando la acción no cree un riesgo jurídicamente desaprobado; 3)- No será objetivamente imputable el resultado que se produzca fuera del ámbito de protección de la norma; 4)- Cuando el objeto de la acción ya estaba expuesto a un peligro, la imputación se da cuando se aumenta el riesgo; 5)- Cuando el resultado era seguro, sólo habrá responsabilidad si se adelantó su producción; y 6)- No es posible atribuir un resultado a un autor, aunque su obrar haya sido causa suficiente del mismo, si ese resultado se habría producido igual sin la intervención del autor. 

En la práctica se ha dado cabida a:

- La Teoría de los roles: Se asegura que las personas en el mundo social somos portadoras de un rol determinado, y quien se mantenga en los límites de su rol -estándar-, no responde de un curso lesivo aun en el caso en que pudiese evitar el resultado. De todas maneras, el rol de todos es el de ser un ciudadano fiel al derecho.

- El Principio de Confianza: En la interacción social el ciudadano no puede controlar permanentemente a los demás. Si yo cumplo con mi responsabilidad, tengo derecho a esperar que quienes me rodean y con los cuales compagino mi rol, hagan lo propio (v.g. el cirujano confía en que las herramientas que usa en su operación están esterilizadas correctamente).

- La prohibición de regreso: Un comportamiento estereotipado inocuo no constituye participación en una organización no permitida (ej. el panadero que vende el pan que se envenena y el taxista que transporta al homicida, aunque sepan del resultado lesivo, sólo se comprometen en un comportamiento común, cotidiano e inocuo y de ese modo limitan su rol sin hacerse copartícipes del delito).

- Y la competencia de la víctima: Si la víctima asume el riesgo, el resultado lesivo se le imputa (ej. quien acepta el combate en boxeo no puede esperar la no lesión; quien tiene contacto sexual con alguien con quien se prostituye, acepta el riesgo de sufrir contagio).

En el ordenamiento jurídico interno, la Sentencia SU-1184 de Noviembre 13 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, se encargó de delimitar el campo de acción de la teoría de la imputación objetiva en nuestro derecho penal, y lo hizo en los siguientes términos:
La imputación de una conducta o de un resultado en derecho penal, depende del ámbito de competencia a que corresponda su protección. Para su delimitación (la del ámbito de competencia), hay que precisar en primer lugar (1) cuál es la posición de garantía que tiene el sujeto (si esta origina la creación de riesgos o roles institucionales) y cuáles son los deberes que surgen de ella. Establecido este elemento (2) hay cuatro que sirven para concretar el juicio de imputación: I) El riesgo permitido que autoriza la creación de peligros dentro de los límites que la sociedad va tolerando en virtud de las necesidades de desarrollo, II) El principio de confianza, indispensable para que pueda darse una división de trabajo y que le permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre la base de que los demás son personas autorresponsables que cumplirán con las expectativas que surgen de una determinada función, III) Las acciones a propio riesgo, en las cuales se imputa a la víctima la conducta o las conductas que son producto de la violación de sus deberes de autoprotección y IV) La prohibición de regreso, según la cual, el favorecimiento de conductas dolosas o culposas por un tercero no le son imputables a quien las hubiere facilitado dentro del riesgo permitido. Demostrada la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, se requiere además (3) una realización del riesgo. Es decir, que el mismo riesgo creado para el sujeto sea el que se concreta en la producción del resultado. 
Para el caso que nos convoca, debemos resaltar al menos tres de esos enunciados: la teoría de los roles, la realización del riesgo permitido y el principio de confianza, los cuales pasaremos a aplicar previo un análisis de la presentación que del caso nos propone el señor Fiscal.

Afirmó el Delegado del ente acusador, que el hecho de haber estado transitando la víctima en una bicicleta, no excluye por sí mismo la potencial responsabilidad del conductor del automotor, como quiera que pudo existir la concurrencia de culpas. Esa presentación, hasta allí, es bien válida, pues en verdad que así podría llegar a ser, ante todo, porque el punto de partida y regla general aplicable en materia culposa, tanto doctrinal como jurisprudencialmente, es la inalterabilidad de la responsabilidad del autor aún en presencia de una imprudencia comprobada por parte de la víctima. De ese tenor es el precedente que a continuación se transcribe:

Con toda exactitud se ha afirmado: el deber de no atropellar, impuesto a los conductores de vehículos, no se limita a proteger únicamente a los que se muestran diligentes en atender a su propia incolumidad, sino que se extiende hasta las personas que, por su propia imprudencia o negligencia, se ponen en condiciones de peligro, si no obstante el atropello pueda ser evitado. Esto se extiende a todos los casos de culpa, cuando ha habido concurso en ella por imprudencia o negligencia de la víctima, que no puede considerarse como causa única del resultado, por haber interrumpido el nexo causal entre este y la conducta culposa de otro…”

Y en verdad que esa tiene que ser la regla a aplicarse en principio, en cuanto a que en el Derecho Penal por contraposición al civil, no se admite la “compensación de culpas”, por estar de por medio intereses supra-personales que obligan al Estado a imponer las sanciones correspondientes a todo aquel que por un comportamiento culposo causa daño en el cuerpo o en la salud de otro. En materia penal, por tanto, cada sujeto activo de la acción o de la omisión responde por su propia culpa, independientemente de los otros copartícipes.

El denominado “concurso de hechos culposos independientes” (diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo), tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso, sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con resultados de lesiones mutuas.
 Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente.

Sin embargo, no toda infracción de tránsito es causa del resultado ni viola los intereses que la norma pretende proteger. No es suficiente con establecer que determinada violación a un deber estuvo presente en la actividad de riesgo que se analiza, se requiere además determinar si la conducta imprudente fue causa EFICIENTE de ese resultado y se encontraba al margen de la situación de hecho que la norma quiere preservar.

Decir por tanto, que si el vehículo no hubiese ido con exceso de velocidad o no hubiese intentado esquivar un hueco el daño no se habría producido, no es suficiente, pues se estaría haciendo referencia a la Teoría de la Conditio sine qua non o Equivalencia de las Condiciones que ya ha sido superada. 
Lo que corresponde tener en consideración aquí, es la Teoría de la Causa Adecuada, según la cual: una acción es causa de un resultado, cuando según el normal acontecer produce determinado evento, y se establecen los siguientes criterios limitativos: 1. La previsibilidad objetiva; 2. La diligencia debida; 3. El incremento del riesgo; y 4. El fin de protección de la norma. Se trata de elementos complementarios entre sí que por tal motivo deben estar concatenados, llegándose a afirmar que puede incrementarse el riesgo sin que de allí se derive responsabilidad penal alguna, por estar por fuera del ámbito de protección de la norma.

El Tribunal observa la presencia de varios factores que impiden que el resultado lesivo se adjudique al conductor del vehículo, de conformidad con la ya anunciada teoría de la imputación objetiva. Nos referimos, propiamente, a la no superación del riesgo legalmente permitido, por haberse obrado en acatamiento del principio de confianza; en otras palabras, la acción del conductor no creó un riesgo jurídicamente desaprobado que fuera relevante para la adjudicación del resultado por ausencia del cuidado debido, y vamos a decir por qué:
Recordemos en primer término, lo que ya ha sido aceptado por la jurisprudencia Nacional en tratándose de los delitos culposos:

[…] la imputación jurídica -u objetiva— existe si con su comportamiento el autor despliega una actividad riesgosa; va más allá del riesgo jurídicamente permitido o aprobado, con lo cual entra al terreno de lo jurídicamente desaprobado; y produce un resultado lesivo, siempre que exista vínculo causal entre los tres factores. Dicho de otra forma, a la asunción de la actividad peligrosa debe seguir la superación del riesgo legalmente admitido y a éste, en perfecta ilación, el suceso fatal.

(…)

Dentro del mismo marco, la imputación jurídica no existe, o desaparece, si aún en desarrollo de una labor peligrosa, el autor no trasciende el riesgo jurídicamente admitido, o no produce el resultado ofensivo, por ejemplo porque el evento es imputable exclusivamente a la conducta de la víctima. 

Si traemos lo dicho al caso particular, encontramos que para poder decir que de parte del conductor existió culpa, eran indispensables dos datos en la investigación cuya demostración plena se echa de menos. En primer término, una determinación confiable acerca de cuál era la posición sobre la vía por parte del ciclista, en el instante en que empezó a cruzar hacia el lado contrario de la calzada. Y en segundo lugar, cuál era la distancia entre el automotor y la bicicleta para ese preciso momento en el que se hacía evidente una puesta en peligro. 
Acerca de lo primero no hay certeza porque la versión que nos ofrece el ciclista lesionado, en sentido de transitar orillado con todas las precauciones debidas, es afirmación que desechó con total razón la señora Juez de instancia y que en realidad debe tomarse con beneficio de inventario habida consideración a su alto estado de alicoramiento en ese instante, amén de ser una versión desmentida, no sólo por el testigo JORGE ELIÉCER AGUDELO, sino por la posición final de la bicicleta al decir del croquis que fuera estipulado. 
Sobre lo segundo, no existió indagación al respecto pues el punto pasó desapercibido en esta causa. El afectado dice que de un momento a otro vio encima el vehículo, en tanto, el conductor del automotor nos refiere que delante de él iba otro vehículo a unos diez o quince metros, cuando de un momento a otro aparece el ciclista por su lado izquierdo quien de manera repentina se introduce a su carril con los resultados ya conocidos.
A lo anterior se agrega un hecho de significativa connotación y que sí está debidamente probado más allá de toda duda, y no es otro que el ciclista quiso cruzar la vía para penetrar hacia el barrio en el cual habita; para lograrlo, tenía que girar a la izquierda precisamente en el punto en donde la colisión se produjo e invadir el carril contrario, es decir, aquél por donde se desplazaba el automotor conducido por JPBA. 
Al decir del croquis allegado a la actuación, la bicicleta quedó dentro del carril contrario, repetimos, aquél que le correspondía al rodante del aquí acusado; siendo así, no fue éste quien invadió el carril del ciclista, sino al contrario, fue el ciclista quien penetró inapropiadamente en el tramo de vía diseñado para el vehículo de JPBA.
Se descarta entonces aquella hipótesis según la cual: el vehículo se metió en el carril del ciclista al intentar esquivar un hueco que había en la carretera y lo arrolló. De ser así, indudablemente la bicicleta no aparecería en el croquis dentro del carril del vehículo. 

Y si lo anterior es evidente, como en efecto lo es sin hesitación alguna, entonces lo que corresponde afirmar es que el conductor ahora procesado tenía derecho a confiar en que las personas que transitaban en sentido contrario iban a permanecer dentro del respectivo carril, no se le podía exigir que pensara lo contrario en atención al cumplimiento de los roles que a cada actor se encuentra asignado y al principio de confianza que ya vimos debe estar presente en las actividades de riesgo. Así las cosas, mientras el ciclista permaneciera sobre su carril, independientemente de la posición dentro de éste, a aquél le era permitido continuar su marcha sin alteración alguna.
Concluimos hasta aquí, por tanto, que sólo a partir del momento en que en forma imprudente el ciclista empezó a hacer el giro a la izquierda invadiendo el carril opuesto, se generó la situación de riesgo y, por lo mismo, la necesidad de reacción para evitar un resultado dañoso, antes no. Ahora se entiende la razón para que el Tribunal señale que un primer punto indispensable a dilucidar en la investigación debía ser el determinar “cuál era la posición del ciclista dentro de su carril, en el instante en que comienza a hacer el giro para cruzar hacia el carril contrario”. Lamentablemente, ese dato quedó en la penumbra e impide saber si el conductor del vehículo tuvo o no tuvo tiempo para poder apreciar con la debida anticipación el comienzo de la creación de un riesgo no permitido.

Adicional a ello, como se dijo, también era primordial determinar a qué distancia se encontraba el vehículo de la bicicleta en el instante en que ésta empezó a desviarse peligrosamente, pues sólo así se podría llegar a concluir si el conductor del automotor tenía alguna posibilidad de reacción para evitar el resultado, o si, por el contrario, se trató en verdad de un hecho repentino para él y configurativo de un caso fortuito o de una fuerza mayor como imprevisto al que no es posible resistir.
Nótese lo trascendente de esos dos presupuestos probatorios, pues de haberse establecido que efectivamente el conductor pudo visualizar esa puesta en peligro con suficiente tiempo para reaccionar, podía tener cabida la hipótesis según la cual: por un exceso de velocidad no pudo frenar a tiempo y arrolló al ciclista. Lo contrario, es decir, al no establecerse ese trascendental dato de la distancia, la hipótesis carece de fundamento.

De todas formas, el Tribunal advierte de los registros que ese exceso de velocidad, también está en entredicho. La señora Juez afirma que el trámite carece de la prueba técnica requerida, en tanto, el señor Fiscal nos habla de la libertad probatoria para su demostración. La realidad procesal lo que enseña es: 1. Quien en un primer momento se atrevió a mencionar alguna velocidad, fue el acompañante del conductor, señor JAVIER DARIO OSPINA, persona ésta que explicó en juicio que él iba entretenido mirando unos documentos, así que en realidad no vio el tacómetro como para confirmar si esa velocidad que mencionó ante los investigadores es o no la real; 2. El conductor asegura que iba a una velocidad “normal” para esa zona; e igual afirmación hace el testigo JORGE ELIÉCER AGUDELO; 3. La testigo ORALIA VELÁSQUEZ dice que venía rápido, pero por supuesto no está en capacidad de hablar de kilómetros/hora; lo mismo nos relata el testigo LUIS EDUARDO RUÍZ. Tal vez el dato que mejor podía darnos una idea a este respecto, es el que nos menciona el señor Fiscal cuando destaca la distancia en que quedó el vehículo según el croquis, pero ocurre lo siguiente: 1. El croquis en realidad no nos marca de manera específica la distancia entre la bicicleta y el vehículo, ni se trajo a quien lo elaboró para una mejor precisión toda vez que hubo estipulación a este respecto; 2. El ofendido nos dice que el carro fue a parar como a veinte metros; 3. El testigo LUIS EDUARDO RUÍZ dice que tal vez unos veinte o quizás unos cuarenta metros; y 4. El testigo JORGE ELIÉCER, que estaba a todo el frente del lugar del accidente y aseguró ver en detalle todo lo ocurrido pues fue una de las personas mencionadas como testigo en el informe de tránsito, dice estar seguro que el vehículo quedó a dos (2) metros del lugar donde cayó el aquí lesionado. En conclusión, nada en claro se puede sacar a este respecto. 
De todas formas, es necesario comprender que independientemente de la mayor o menor velocidad del rodante, lo que marca la pauta para establecer la posibilidad de maniobra, es su distancia con respecto al ciclista en el instante en que se crea el factor de riesgo. Ante esa omisión probatoria, queda abierta la imaginación para un sinnúmero de posibilidades, piénsese no más en lo siguiente: si el vehículo estuviera a muy escasa distancia de la bicicleta cuando ésta hace el giro inoportuno, la colisión se habría podido incluso evitar si el vehículo hubiese transitado a mayor velocidad, pues habría alcanzado a pasar sin atropellarlo; o dicho de manera contraria y quizás más gráficamente: de haber transitado el rodante a una menor velocidad y por lo intempestivo del cruce no se hubiera podido reaccionar a tiempo, éste habría recibido un golpe frontal con el vehículo que de seguro le habría ocasionado un daño de mayores proporciones. 
Importante destacar, para el caso que nos ocupa, el haber quedado establecido que la bicicleta fue a parar, no contra la parte delantera del automotor, sino contra su parte trasera izquierda, con lo cual, es preciso concluir que el vehículo estaba cerca de la bicicleta cuando ésta invade su carril y que al motorista sólo le quedó como recurso para intentar evitar la colisión girar el timón hacia la derecha; de allí la posición que se aprecia en el croquis. 
Si decimos por tanto que la bicicleta fue la que invadió el carril contrario. Si de ese modo su conductor fue quien creó un riesgo desaprobado. Si no hay prueba cierta de la ubicación que tenía el ciclista sobre la calzada en el instante en que empieza a cruzar peligrosamente. Si tampoco se sabe la distancia del automotor con respecto a la bicicleta cuando ese cruce se inicia. Si no hay una definición confiable acerca de la velocidad del automóvil. Y si, finalmente, se sabe que el motorista intentó evitar la colisión de la única forma que pudo para tan apremiante momento; la conclusión sana en lógica es que no hay prueba cierta y contundente acerca de que el aquí acusado haya creado un riesgo jurídicamente desaprobado que fuera relevante para la producción del resultado.
Así las cosas, no procede la atribución de responsabilidad y el fallo absolutorio proferido por la señora Juez del conocimiento está ajustado a derecho.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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